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Introducción 
Desde los años sesenta del siglo XX, las políticas públicas para la educación superior 
tuvieron tres elementos que se mantuvieron constantes: baja inversión estatal, 
ampliación de la cobertura a costa de la calidad académica e incremento constante de la 
matrícula privada sin mayor control estatal
1
.  
En lo relacionado con la inversión estatal, las cifras son elocuentes. En 2002, el gasto 
público total en educación superior en el país representaba el 0,71% del PIB, por debajo 
del promedio del 0,95% de los catorce países latinoamericanos analizados en el informe 
2000-2005 de la UNESCO-IESALC (Rodríguez Oróstegui, 2006: 71-78). Mientras el 
promedio de los países del OCDE (Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico) se mantenía  cercano al 1,5%
2
. 
Esta baja inversión estatal deterioró el peso relativo de la matricula pública  con 
respecto a la privada. En 1999 se matriculaban en las instituciones estatales 
aproximadamente el 30% de los alumnos de pregrado y posgrado que cursaban 
programas de educación superior en el país. Sin embargo, la crisis económica de los 
años noventa llevó a una migración desde las instituciones privadas hacia las públicas, 
de tal manera que en 2010, la matrícula en las estatales, incluido el SENA, que tiende a 
distorsionar las estadísticas, pues la mayor parte de su oferta educativa no cumple los 
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requisitos para ser considerada educación superior, llegó al 55,4% y en las privadas bajó 
al 44,6%. En parte por el esfuerzo propio de las universidades públicas, como en la 
Universidad Nacional y en la de Universidad Antioquia, y en parte debido a la presión 
gubernamental. Sin embargo, el gasto público en la educación estatal no aumentó 
proporcionalmente, sino simplemente de manera inercial, de acuerdo con lo establecido 
por la Ley 30 de 1992 y a partir de 2002 se fue deteriorando como porcentaje del PIB, 
pues pasó de representar un 0,292% a un 0,112% (Garzón, 2010: 134). 
La ampliación de la cobertura sin mayor inversión terminó incidiendo negativamente en 
la calidad de la educación superior pública, tanto en la formación como en la 
investigación y la interacción con la sociedad (Múnera Ruiz, 2008). Con respecto a las 
personas en edad de acceder a la educación superior solo llegó al 37%, si se incluye al 
SENA y al 30% sin esta institución. En el 2008 el promedio en A.L. estaba en el 36.7% 
y en países como Argentina, Chile, Uruguay, Venezuela, Cuba y Costa Rica por encima 
del 45%. Con un máximo de 74% en Argentina y 49.2% en Cuba. Por consiguiente, por 
el camino de la baja inversión pública y de la expansión privada sin mayores controles 
Colombia no tuvo un aumento significativo de cobertura y desarrolló un sistema dual, 
con unas pocas instituciones de buena calidad y un buen número, mayoritario, de baja 
calidad. 
No obstante, los problemas en términos de cobertura no se detienen en este punto. Al 
menos se deben considerar dos aspectos adicionales: las áreas de conocimiento 
preponderantes no fueron las más pertinentes para el país, sino las que requieren menor 
inversión, pública o privada, y la oferta de educación técnica y tecnológica de calidad 
nunca llegó a materializarse. 
En el segundo semestre de 2008, de acuerdo con el SNIES (Sistema Nacional de 
Información para la Educación Superior, los programas de economía, administración y 
contabilidad representaban el 17,36% de la matrícula, los de ingeniería, arquitectura y 
urbanismo el 18,97%, y los de ciencias sociales y humanas (donde derecho tiene un 
gran peso) el 11,77%. Entre las tres áreas, el 48,10%. Mientras las ciencias de las salud 
solo llegaba al 6,25%, las ciencias de la educación al 7,26%, las matemáticas y las 
ciencias básicas y naturales al 1,54%, agronomía y veterinaria al 1,05% y bellas artes 
(nombre caprichoso asignado por el Ministerio de Educación) al 2,71%. Entre las cinco, 
al 18,81%. En las estadísticas oficiales queda un misterioso 33% sin clasificar. ¿Será 
que esta es la estructura del conocimiento por áreas en educación superior que necesita 
el país o más bien corresponde al resultado azaroso de un mercado desregulado, donde, 
sin embargo, todavía no hay instituciones con ánimo de lucro declarado? ¿Está 
sobresaturación en ciertas áreas que requieren de baja inversión es la que le conviene al 
país o a quienes han hecho de la educación superior un negocio rentable? 
Adicionalmente, la educación técnica y tecnológica de calidad tampoco se incrementó o 
diversificó por esta senda, como bien lo anota Víctor Manuel Gómez, profesor de la 
Universidad Nacional de Colombia (Gómez, 2011). Por el contrario, se concentró 
también en áreas de poca inversión: “en contaduría, administración financiera, sistemas, 
ventas, mercadeo y afines” (Ibídem), las cuales no permiten la innovación o pensar en 
una mínima autonomía tecnológica para el país. En tal medida, los bachilleres recién 
graduados tampoco tienen la posibilidad de optar por una formación técnica o 
tecnológica de calidad, sino por programas que les ofrecen la cualificación mínima para 
trabajar en empleos mal remunerados.    
La reforma de la ley 30 presentada por el gobierno nos propone seguir por el mismo 
camino; sin embargo en sus dos primeras versiones introducía una innovación tendiente 
a radicalizar el proceso de mercantilización de la educación superior ya fomentar la 
acumulación de capital en este nuevo nicho económico hasta ahora inexplorado en el 
país. 
 
1. La feria mercantil y la acumulación de capital en la educación superior. 
Hasta la segunda versión del proyecto de reforma a la ley 30 de1992, la propuesta 
gubernamental tenía un eje fundamental sobre el cual se basaba la ampliación de la 
cobertura: la mercantilización generalizada de la educación superior y de los procesos 
sociales que ella comprende y la conversión de este sector en una nueva fuente de 
acumulación de capital privado. 
Aunque el gobierno decidió ceder temporalmente en este aspecto, el punto más 
llamativo y, desde luego, el más visible es el relacionado con la autorización para que 
en el país funcionen instituciones de educación superior privadas y con ánimo de lucro. 
En las fronteras o en las puertas de los institutos y las universidades todavía están a la 
espera los mercaderes que representan a las transnacionales de la educación superior, 
quienes han colonizado un negocio altamente rentable en México, Centro América y 
parcialmente en Sur América; los vendedores de franquicias y programas virtuales; y los 
ejecutivos de las universidades corporativas
3
. Desde luego, también hay uno que otro 
inversionista colombiano interesado, pero este es un mercado en esencia transfronterizo, 
centrado alrededor de los campos de conocimiento que dejan mayores ganancias: 
derecho, administración de empresas, contaduría, economía, lenguas, ciencia política, 
técnicas y tecnologías en sistemas, y  profesiones en el área de la salud, cuando son 
impulsadas en virtud de una lógica empresarial. Dentro de este espíritu mercantil, las 
artes, las ciencias naturales y básicas o las ciencias agropecuarias, fundamentales para el 
desarrollo de cualquier país, son marginales o inexistentes. Por consiguiente, la apertura 
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indiscriminada del mercado está diseñada para iniciar, temprano o tarde, un proceso de 
desnacionalización de la educación superior, con las secuelas culturales y de identidad o 
identificación que este acarrea, y para profundizar una formación de mediana o baja 
calidad académica, para poder atender a los clientes, no a los estudiantes,  de clases 
medias o populares con poco poder adquisitivo. La pertinencia para el país de los 
programas ofrecidos cede su lugar a la rentabilidad del negocio pingüe de servicios 
educativos, tal y como ha sucedido en otros países de América Latina y en los Estados 
Unidos.  
La reforma también contemplaba dos mecanismos de reconversión o travestismo 
institucional, necesarios para la mercantilización de la educación superior: el de las 
fundaciones y corporaciones sin ánimo de lucro que desearan convertirse en accionistas 
de las sociedades con ánimo de lucro y el de las instituciones públicas en mixtas, 
regidas por las normas del derecho privado, con o sin ánimo de lucro. 
En el primer caso, una fundación o asociación podrá entrar a hacer parte de una 
sociedad mercantil e incluso, de acuerdo con el artículo 40 de la última propuesta, las 
autorizaciones que le haya otorgado el Ministerio de Educación Nacional para ofrecer 
programas académicos de Educación Superior y sus activos y pasivos se verán 
representados “en acciones en la proporción que corresponda a la participación en el 
capital social”. En otras palabras, las autorizaciones otorgadas por el Estado iban a 
adquirir un inaudito valor en el mercado de acciones, de tal forma que entre más 
autorizaciones tengan una fundación o una corporación, más cotizada estará en la bolsa 
de la educación superior. Para matizar este despropósito, la norma disponía que “los 
dividendos recibidos por la fundación o corporación accionista de la sociedad, sean 
reinvertidos en la prestación del servicio público de la Educación Superior según lo 
previsto en sus estatutos”. En conclusión, una persona jurídica sin ánimo de lucro podría 
ser parte de otra con ánimo de lucro para cumplir sus fines sin ánimo de lucro, como por 
ejemplo, pagarles salarios de gerentes a sus gestores. 
En el segundo caso, una institución pública podría transformase en mixta, cuando un 
acuerdo, ordenanza o ley así lo dispusiera. Desde ese momento “les será aplicable el 
régimen de una institución de naturaleza privada, y sus actos y contratos se regirán por 
el derecho privado” (Art. 42). El galimatías creado en esta parte de la reforma era tal, 
que para prestar el servicio público de la educación superior, a las instituciones mixtas 
se les exigía lo mismo que a las privadas, a pesar de ser creadas por una norma pública: 
presentar el acta o escritura de constitución, que, en este caso sería inexistente, pues su 
origen es legal y no convencional. De conformidad con el periódico oficial de la 
Universidad Nacional (N° 147 del domingo 14 de agosto de 2011), las universidades 
públicas han sido “condenadas” por los últimos gobiernos a la “debacle financiera”; en 
tal medida, la única salida que les quedaría, siempre y cuando algún inversionista 
estuviera interesado, sería la de convertirse en instituciones mixtas para ingresar con 
plenos derechos en la feria mercantil, y confirmar la tendencia a las que han sido 
llevadas por la política pública y por el despertar tardío y a medias de sus directivas. Las 
instituciones de educación superior estatales cumplirían de esta manera su ciclo de 
privatización, el cual  empezó con su conversión paulatina en empresas de servicios 
educativos, para incrementar sus recursos propios y satisfacer las exigencias de eficacia 
económica impuestas por los Ministerios de Hacienda y Educación. Los “daños 
colaterales” de esta guerra financiera los sufrió la calidad en la formación, 
especialmente en los pregrados. 
Por último, disposición que se mantiene, los recursos frescos de la financiación pública 
serán orientados al subsidio o crédito a la demanda, básicamente a los préstamos que 
van a encarecer la canasta familiar de los colombianos y colombianas, como ha venido 
sucediendo en Chile, al subsidio a la oferta pública que satisfaga las exigencias del 
mercado y a un nuevo subsidio a la oferta privada enfocado en instituciones con o sin 
ánimo de lucro. Para tal efecto, el abortado FOMINVEST de la primera propuesta de 
reforma pasaría a ser el travestido FODESEP, que ahora adquiriría la forma de una 
sociedad de economía mixta de carácter nacional, cuyo objetivo principal sería el de 
“actuar como instancia estructuradora de proyectos para vincular capital privado a la 
prestación del servicio público de Educación Superior y como fondo de garantías para 
los créditos otorgados a Instituciones de Educación Superior estatales y privadas, cuyo 
destino sea el financiamiento de proyectos que contribuyan al mejoramiento de las 
condiciones de calidad educativa o a la ampliación de cobertura” (Artículo 156 de la 
última propuesta). El nuevo gasto público en educación superior encontraría un nuevo 
objetivo: hacer más rentable el negocio del conocimiento y generar confianza 
inversionista.  
Una vez que el gobierno decide retirar esta iniciativa del contenido de la reforma 
quedan abiertas todas las preguntas sobre los mecanismos que va a utilizar para cumplir 
las metas de aumento de la cobertura que se ha propuesto en el Plan Nacional de 
Desarrollo hasta llegar al 50% en tres años. La Ministra de Educación ha insistido que 
entre 2012 y 2014 se destinaran $ 660.000 millones de pesos para las instituciones de 
educación superior con el objetivo de crear 640.000 cupos nuevos, lo cual daría un 
promedio per capita de $1.031.350 para los tres años o $343.750 anuales por 
estudiantes. Si, en el escenario más optimista, a esa suma le agregamos los etéreos  
$800.000  millones de pesos orientados al crédito (la Ministra no ha precisado si son 
para tres o diez años), el promedio per capita para los tres años solo llegaría a $ 
2.251.250 y el anual a $760.416. Evidentemente no se está buscando la ampliación de la 
cobertura con criterios de calidad y es bastante probable que asistamos a la 
hiperfragmentación de los títulos, al estilo de Sena, para que el gobierno cumpla con sus 
metas y demuestre su eficiencia económica mientras logra implantar el ánimo de lucro.  
 
Los juegos retóricos: la educación superior como derecho y el embrollo del sistema 
La primera propuesta de reforma elaborada por el gobierno de Juan Manuel Santos fue 
criticada por los rectores y las comunidades académicas en dos de sus puntos nucleares: 
reducir la educación superior a su condición de servicio público y no conformar un 
sistema institucional en el sector. En consecuencia, la Ministra de Educación decidió 
incluir retóricamente ambos en la nueva versión. La educación superior pasó a ser un 
derecho, un servicio y un bien público basado en el mérito y la vocación. Sin embargo, 
el texto de la reforma no desarrolla en ninguno de sus artículos lo referente al derecho. 
De acuerdo con la caracterización contemporánea más generalizada, acogida por las 
Naciones Unidas, el derecho a la educación  tiene cuatro componentes básicos: la 
asequibilidad o disponibilidad, la accesibilidad, la adaptabilidad o permanencia de los 
estudiantes, y la aceptabilidad o la calidad y el respeto por la diversidad. Ninguno es 
garantizado en el proyecto de ley, ni siquiera considerado en sus aspectos más 
elementales. ¿Cuáles y de qué tipo van a ser las instituciones encargadas de garantizar el 
aumento de la cobertura de tal forma que se realice el derecho? ¿Cómo se le va a 
garantizar a los estudiantes un acceso en condiciones de igualdad? ¿Qué políticas 
públicas de bienestar se van a implementar para garantizar la permanencia? ¿Quién 
determina la calidad de la educación superior y mediante qué mecanismos 
participativos? ¿Cómo se va a garantizar la diversidad étnica y cultural definida por la 
Constitución Política? Ninguno de estos interrogantes puede ser respondido con el texto 
del proyecto de ley a menos que se recurra a las virtudes mágicas y azarosas del 
mercado. 
El sistema que supuestamente va a organizar la nueva ley es más bien un embrollo o 
conjunto amorfo donde, de conformidad con el artículo noveno, caben todas las 
instituciones relacionadas con las educación superior en una unidad sin diferenciaciones 
internas (ni siquiera existe el subsistema de las universidades), sin funciones, sin una 
estructura jerárquica y sin articulaciones con los otros sistemas educativos. En este 
maremágnum educativo solo sobresale la omnipresencia del Estado y de sus 
dependencias como reguladores absolutos de la amalgama educativa. Todas las IES 
tienen autonomía; la educación terciaría, como la ofrecida por el SENA, que ha servido 
para aumentar la estadísticas de cobertura y los indicadores de financiación es 
rebautizada legalmente como superior; los grados en los diferentes niveles pueden ser 
ofrecidas por todas las instituciones siempre y cuando tenga la acreditación de alta 
calidad; todas pueden organizarse por ciclos; y los dos organismos sistémicos, el CESU 
y el SUE son, en el mejor de los casos, cuerpos consultivos sin ninguna incidencia en la 
adopción de decisiones. 
En el proyecto de Ley Estatutaria de Autonomía de las Universidades presentado por el 
Consejo Nacional de Rectores se propone la creación de un Consejo Nacional 
Universitario como “un organismo para la concertación de políticas públicas educativas, 
del plan sectorial y como ente privilegiado para la deliberación y coordinación de 
acciones para la universidad colombiana.”. Este tímido intento por consolidar algún 
elemento sistémico dentro del sector fue rechazado sin mayores consideraciones por el 
gobierno nacional. 
Este embrollo no constituye un simple recurso retórico, destinado a producir una 
eficacia simbólica limitada dentro de la nueva norma; es decir, a generar 
reconocimiento dentro de algunos sectores de las directivas universitarias o de la 
comunidad académica que con sentido pragmático pueden ver en él un gran avance 
hacia la constitución de un sistema en el siglo XXII. Permite además ampliar los 
ámbitos de intervención del Estado en desmedro de la autonomía universitaria y seguir 
jugando nacional e internacionalmente, como lo demuestra la profesora Martha Orozco,  
con las estadísticas de cobertura y de financiación, al fusionar toda la educación 
terciaria y superior en la masa de las IES y convertir la denominación  universidad en 
una especie de título nobiliario inútil, con muy poca incidencia práctica. De esta 
manera, la existencia de comunidades académicas compuestas por miembros con altos 
niveles de formación (la exigencia mínima del título de maestría para los profesores 
queda reservada en las propuestas de reforma para las instituciones públicas) y 
caracterizadas por comprender en su complejidad campos de conocimiento diversos, 
interactuar permanente con la sociedad y articularse alrededor de la investigación, 
pierde su relevancia ante cualquier tipo de institución que sea considerada por el Estado 
como de “alta calidad” y que en consonancia con tal calificación tenga la patente de 
corso para expedir todo tipo de títulos. Incluso para que una institución sea reconocida 
como una universidad basta con que cuente con “cuerpos profesorales en ciencias”, así 
con carácter genérico, se podría pensar que en ellas también caben las ocultas, 
“acreditación de alta calidad”, “programas académicos en tres áreas del conocimiento”, 
un “programa de doctorado debidamente autorizado” y “desarrollar investigación de 
alto nivel”. Todo definido por un Estado ansioso por demostrar a como dé lugar el 
cumplimiento de las metas de cobertura que se propuso en el plan de desarrollo. 
La autonomía refundida. 
Patricia Linares y Martha Espinosa demuestran que en la ley 30 de 1992, la autonomía 
está por debajo de los estándares establecidos por la Constitución de 1991, a pesar de 
los esfuerzos jurisprudenciales para nivelarla. La propuesta de reforma en vez de 
subsanar este error, lo agrava,  mantiene las restricciones presupuestales que atentan 
contra la independencia universitaria y, en contra de los fallos reiterativos de la Corte 
Constitucional, somete los nuevos recursos para la financiación de la educación superior 
a condicionamientos gubernamentales. 
Al igual que la ley 30 solo reconoce una autonomía institucional restringida en cabeza 
de las directivas, que a su vez, en las universidades públicas,  seguirán siendo 
nombradas por Consejos Superiores donde la representación de la comunidad 
universitaria es claramente minoritaria y la influencia del gobierno nacional o 
departamental decisiva. Por ende, la autonomía comunitaria es ignorada hasta tal punto 
que en el primer proyecto los Consejos Académicos de las universidades públicas solo 
eran mencionados tangencialmente y habían sido excluidos del gobierno de las 
instituciones, mientras en el segundo se les asigna una simbólica tarea de dirección 
académica supeditada a las funciones que le atribuya el Consejo Superior. Este cuerpo 
colegiado adquiere las características de las juntas directivas inherentes a las 
administraciones gerenciales que con su lógica empresarial define el rumbo 
institucional. La academia queda subordinada a la gestión, que tendría en el Rector a su 
principal representante, y no la administración a la academia. 
Como vimos con anterioridad, tampoco se reconoce una autonomía sistémica. En el 
CESU (Consejo Nacional de Educación Superior) los miembros de las universidades 
sólo tienen dos representaciones directas en un conjunto de diez y siete miembros, las 
del Rector de la Universidad Nacional de Colombia y la del Presidente del SUE, 
mientras el gobierno tiene cinco, incluido el Director del SENA, que cuenta con asiento 
propio para ratificar la confusión entre educación terciaria y superior, el denominado 
sector productivo dos, las asociaciones profesionales uno, y las IES en su conjunto los 
seis restantes. El CNA, a su vez, estará integrado por miembros nombrados por el 
CESU y la CONACES (Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la 
Calidad de la Educación Superior) por tres miembros del gobierno y uno del sector 
productivo, es decir, en la regulación de la calidad de la educación superior no 
participan las universidades, tampoco el resto de las IES. Solo el SUE (el retórico 
Sistema de Universidades Estatales) tiene una composición mayoritaria de las 
universidades, pero para cumplir tareas operativas y de racionalización y optimización 
de los recursos. La autonomía sistémica no está ni siquiera en los bordes más lejanos del 
horizonte de sentido de los reformadores y, por consiguiente, las universidades no van a 
tener la más mínima injerencia en la formulación de las políticas públicas para el sector 
o en el gobierno externo de las instituciones.  
En conclusión, la reforma propuesta por el gobierno inaugura en Colombia la feria 
mercantil de la educación superior que ya se ha venido realizando en otras partes del 
continente, pero además garantiza todas las formas de conversión y travestismo 
institucional para que las actividades sin ánimo de lucro se transformen en actividades 
con ánimo de lucro y lo público que los gobiernos han venido sumiendo en una 
profunda crisis, como antes había sucedido con la salud, en privado, bajo la apariencia 
de lo mixto. Dentro de la feria, los juegos retóricos y pirotécnicos producen la 
apariencia del derecho y el sistema en la educación superior donde solo existe el 
servicio público mercantil y un embrollo que consagra la omnipotencia del Estado y el 
mercado en la orientación del sector. Y finalmente, la autonomía se refunde en los 
vericuetos institucionales, que cada vez la vuelven más insignificante. Después de esta 
feria, la educación superior pública en Colombia terminara siendo un apéndice de un 
mercado que probablemente ampliara la cobertura con una formación, investigación e 
interacción con la sociedad de mediana y baja calidad. Este parece ser el combustible 
que el gobierno quiere utilizar en sus locomotoras del desarrollo para llevar al país hacia 
un futuro que nos haga añorar el lamentable presente que vivimos. 
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